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ALGUNOS ASPECTOS TEÓRICOS-CONCEPTUALES 
DE LA REGULACIÓN DEL PROCEDIMIENTO 

CONCURSAL PREVENTIVO PARA COMPAÑÍAS 
MERCANTILES EN ECUADOR

Lissangee Mendoza García

Rubén Méndez Reátegui

1. Introducción

El COVID-19 ha ocasionado crisis a nivel mundial con un 
incremento exponencial de contagios y un índice preocupante de 
mortalidad. Frente a este escenario y de manera generalizada, los 
países han decidido declarar la emergencia sanitaria con estrictas 
medidas de seguridad y, como consecuencia de la afectación 
económica, medidas extraordinarias enfocadas para mantener a flote 
a sus agentes económicos. En ese sentido, es primordial considerar 
la situación particular por la cual están atravesando las “compañías” 
que desarrollan actividades en los distintos sectores de la economía 
nacional, puesto que, el escenario de crisis global no implica que 
estas puedan dejar de cumplir obligaciones con quienes mantengan 
un vínculo jurídico-económico y/o patrimonial (stakeholders).27

27	 Este capítulo se inserta dentro del marco de actividades del grupo de 
investigación GIDE Pontificia Universidad Católica del Ecuador (Proyecto 
4 Mejora Regulatoria). Por solicitud expresa de la autora del Capítulo y 
al amparo del Art. 118 del Código Orgánico de la Economía Social de los 
Conocimientos, Creatividad e Innovación, se mantiene el formato original del 
documento.
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Lo expuesto conlleva la necesidad de implementar 
mecanismos que, “orienten” a las compañías para que éstas puedan 
ingresar, mantenerse y salir de forma ordenada del mercado. 
Estos lineamientos de conducta involucran distintos grados de 
intervención del estado (directa y/o indirecta) motivo por el cual 
se les caracteriza como “regulaciones”. Al ser instrumentos para el 
mercado deben procurar ser dinámicas, es decir, capaces de adaptarse 
a la realidad del entorno económico que atraviesen los agentes, en 
un contexto de crisis económica, y que requieran reestructurar su 
patrimonio y mantenerse activos, reconvertirse y/o salir sin generar 
efectos perversos que afecten el funcionamiento del sistema. Es 
decir, estos instrumentos para el mercado afrontan el reto de emular 
instrumentos de mercado al permitir que los agentes económicos 
reduzcan los costos administrativos y de transacción connaturales a 
participar de un contexto de intercambio dinámico de derechos de 
propiedad. (Méndez Reátegui, 2017 y 2019)

Aunque Ecuador cuenta con una Ley de Concurso 
Preventivo (vigente) y otras normas relacionadas al procedimiento 
concursal, es necesario abandonar la idea que equipara tener una norma 
legal con un escenario de Calidad Institucional. Por el contrario, 
una coexistencia no armonizada de instrumentos legales debe dar 
lugar a la revisión del marco institucional y eso -potencialmente- a 
la unificación de las reglas de juego. Por lo tanto, reglas necesarias 
para un entorno económico ‘sano’ como aquellas que rigen los 
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procedimientos concursales preventivos deben reflejar un cambio 
en el paradigma y permitir la integración del marco institucional 
(institutional framework) y su adaptación flexible a los vaivenes de un 
contexto económico y social en permanente cambio y evolución.

Sin embargo, debemos tener en cuenta que Ecuador se 
encuentra en el puesto 170 de 180 países según el Índice de Libertad 
Económica (The Heritage Foundation, 2019), lo cual lo coloca en 
la categoría de los países con economía reprimida, que obliga a 
repensar también aspectos como la competitividad institucional (en la que 
el país debe enfocarse con urgencia), especialmente la que establece 
las bases para que las compañías puedan utilizar eficientemente 
su patrimonio y los mecanismos para corregir asignaciones sub-
óptimas de capital.

En base a lo señalado, este capítulo propone un estudio 
descriptivo del concurso preventivo referente a compañías 
mercantiles en la normativa nacional. Con esa finalidad recurre a 
la comparación legal y a un marco teórico-conceptual cercano 
a la Nueva Economía Institucional y al Análisis Económico 
del Derecho (AED). Cabe advertir que, al tener un carácter 
preliminar, este capítulo priorizará el estudio de los beneficios que 
puede conllevar el establecimiento de un modelo jurídico eficiente, 
con mejoras en un sentido de Pareto, o, dicho de otra forma, que 
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permita a las compañías mercantiles y sus stakeholders acercarse a un 
contexto win-win (ganar-ganar). Esto supone la ‘máxima eliminación 
posible’ de costos transaccionales cuyo origen primigenio 
pueda deberse a defectos en el diseño de un marco institucional 
disperso y todavía carente de suficiente armonía y coordinación.                                                                                                                  
(Méndez Reátegui, 2017)

2. AED y Derecho Concursal Preventivo

Es necesario tener presente ciertos conceptos elementales 
para una comprensión del procedimiento concursal preventivo 
desde el AED. En primer lugar, debemos considerar la existencia 
de “instituciones” que pueden definirse como “reglas de juego 
en una sociedad o, más formalmente, las restricciones ideadas 
humanamente que dan forma a la interacción humana” (North, 
1990), en tal sentido, la Ley del Sistema Concursal se corresponde 
a un componente integrante del marco institucional del concurso 
preventivo que engloba al conjunto de las leyes promulgadas 
recientemente: a) Ley Orgánica de Emprendimiento e Innovación; 
y b) Ley Orgánica de Apoyo Humanitario para Combatir la Crisis 
Sanitaria Derivada del Covid-19.

Como todo marco institucional que busque coadyuvar el 
crecimiento y desarrollo económico y social de un país, se requiere 
además cumplir con algunos parámetros que le brinden fortaleza 



363

institucional. Esta a su vez se conceptualizará por las dimensiones de 
imposición y estabilidad: 

La imposición es el grado en que las reglas de papel son 
cumplidas en la práctica. Donde todos los actores relevantes 
en un territorio dado cumplen rutinariamente con las reglas 
de papel o enfrentan un alto riesgo de castigo, la imposición 
es alta. 

Por estabilidad queremos decir durabilidad. Las instituciones 
son estables en la medida en que sobreviven no sólo al paso 
del tiempo sino también a cambios en las condiciones –esto 
es, distribuciones de poder y preferencias subyacentes– bajo 
las cuales inicialmente se crearon y reprodujeron. (Levitsky 
y Murillo, 2010, p. 34)

Esta aproximación teórica es también descrita por Levitsky 
y Murillo (2010, p. 34) a través del Gráfico 1: 

Gráfico 1: Dos dimensiones de la fortaleza institucional

Fuente: Levitsky y Murillo
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Por lo tanto, el marco institucional debe establecerse con 
alta estabilidad y mecanismos de imposición efectivos y eficaces (instituciones 
fuertes). Lo señalado, cobra mayor relevancia si el objetivo 
requiere que sean considerados factores como el dinamismo del 
Derecho frente a cambios en la sociedad civil. Implicará entonces 
que las normas concursales preventivas deban adaptarse a la 
realidad empresarial del país y pensar en una propuesta que tenga 
presente el rol de los coordinadores institucionales del sistema 
(entidades gubernamentales y colaboradores/aliados dentro de la                                       
sociedad civil).

Para esto, la implementación de mecanismos vigorosos 
de procedimiento concursal preventivo requiere de un marco de 
reglas eficientes que deben establecerse siendo conscientes del rol 
que cumplen dentro del país: “conjunto de instituciones predecibles 
(permiten hacer frente a la incertidumbre), flexibles (que se adaptan 
a las fricciones del tiempo y cambios dentro del tejido social) 
y coordinadas (son adoptadas en concordancia con el sistema 
de creencias)”. (Méndez y Alosilla, 2015, p. 10). Así mismo, el 
fortalecimiento institucional del procedimiento concursal preventivo 
demanda determinar la viabilidad a largo plazo, observando siempre 
los objetivos que sean establecidos y eliminando el ‘exceso’ de 
barreras de entrada, salida y permanencia al mercado, puesto que:
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Recordemos que un Estado moderno y eficaz requiere 
también respetar la observancia del principio de racionalidad. 
Este alude a que las actuaciones administrativas deben ir 
de acuerdo con la realidad que se presenta dentro de una 
determinada sociedad. Además, debe tener en cuenta 
otras leyes aplicables al caso, con el fin de no establecer 
contradicciones. (Rodríguez, 2008, citado por Suárez 
Jácome y Méndez Reátegui, 2020)

2.1. La empresa como institución económica 

Además, instituciones económicas como la empresa 
que debe entenderse como el nudo contractual que se dota de 
una estructura u organización y que tiene naturaleza patrimonial 
y pecuniaria, de la cual Francisco Marcos (2015) resume en sus 
principales elementos: 

El contrato de sociedad facilita la producción y la 
acumulación del capital como recurso especializado 
aportado por los inversores (i.e., los socios), delegando la 
gestión en un órgano de administración separado, pero su 
principal nota distintiva radica seguramente en su carácter 
de «contrato personificado». A través del contrato de 
sociedad, por virtud de lo previsto en la Ley, se crea una 
persona jurídica independiente, distinta de los socios, que 
tiene su patrimonio y que asume sus propias obligaciones. 
De este modo, los trabajadores, los clientes de la sociedad 
y otros terceros traban sus relaciones con ella y no con los 
socios. (p. 32)
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En ese sentido, las compañías tienen un fin social y 
económico, que, en palabras de John Kay (citado por Argandoña, 
2015), establece que: 

El objetivo de la empresa es producir bienes y servicios 
para satisfacer necesidades económicas y sociales, para 
crear un empleo satisfactorio y remuneratorio, para obtener 
rendimientos para sus accionistas y otros inversores, y para 
hacer una contribución positiva al entorno social y físico en 
el que opera.

2.2. Riesgos y posibles alternativas 

El fin social y económico de una empresa pueden 
verse amenazados por ciertos riesgos, que se presentan como la 
probabilidad de falla o fracaso en toda actividad o transacción de 
negocio o proceso productivo. Es así como no solo esperamos el 
valor del riesgo, sino la magnitud absoluta del mismo. (Zúñiga, 2002) 
Por lo cual, es estrictamente necesario tener un “salvavidas” en caso 
de que la empresa esté en crisis económica, puesto que si se obtiene 
un mecanismo eficaz que promueva a la compañía a salir de dicha 
situación, la magnitud del riesgo podría bajar considerablemente.

Sin embargo, el manejo inadecuado del patrimonio de la 
empresa o, como sucede en la actualidad por la crisis sanitaria por 
el COVID-19, que involucra un condicionamiento externo que 



367

afecta al desempeño de las actividades económicas empresariales y, 
por ende, a la actividad comercial y/o productiva, y como hemos 
sostenido, la coloca en una situación compleja para cubrir las 
obligaciones que se tienen con las personas que de forma directa o 
indirecta tienen relación con la empresa. 

Esta afectación, que en un supuesto tenga gravedad alta 
o coloque a la empresa en una posición riesgosa, supone varias 
alternativas que pueden reducirse a dos: socios/accionistas deciden 
lo más conveniente, y una de estas es la salida del mercado de la compañía, 
ya que los pasivos superan (en el porcentaje o valor determinado 
por la normativa) a los activos; o, decidir que se pretende continuar 
con la existencia de la empresa y permanecer en el mercado, por ende, 
se necesitan mecanismos eficaces para subsanar los pasivos que 
provocan esta crisis y determinar medidas financieras que a futuro 
permita estabilidad económica.

Estas dos opciones pueden abrir la posibilidad de acogerse 
al procedimiento concursal preventivo, puesto que la misma compañía al 
determinar las dificultades en la rentabilidad puede solicitar empezar 
con dicho concurso. Cabe mencionar que, un plan de reorganización 
puede llegarse a obtener mediante el sistema concursal preventivo.
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2.2.1. ¿Salir del mercado o permanecer en él? 

Inicialmente, al considerar que la empresa debería 
permanecer en el mercado, se podría iniciar una alternativa 
jurídica que permitiría una reestructuración financiera, y en tal 
caso, la compañía siendo la parte deudora, inicia una solicitud de 
procedimiento concursal preventivo para determinar el plan ideal de 
reingeniería jurídica y económica.

Sin embargo, si se decide la salida del mercado, la compañía 
también podría aplicar al procedimiento concursal preventivo para 
acordar un plan de pagos con aquellos que posee obligaciones 
pendientes para acelerar el proceso de disolución, liquidación y, por 
último, la cancelación de la compañía.

En cuanto a la salida del mercado, debemos considerar el 
sentido económico de crisis y referirnos a la quiebra, que supone 
una opción de terminación económica principalmente y después la 
terminación jurídica de una actividad empresarial, esta podría ser el 
resultado de un concurso preventivo, puesto que, aunque su objetivo 
es la reorganización empresarial para mantenerse en el mercado 
también “a reorganización plan must be adopted which settles the 
claims of  all pre-bankruptcy creditors”. (White, 1989, p. 138)
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Sin embargo, la decisión de los socios o accionistas respecto 
al futuro de la empresa puede estar limitada por ciertas barreras, 
puesto que existen Barreras Legales, que según Tarziján y Paredes 
(2012) son: “Las barreras legales tienen su origen en la normativa y 
corresponden a aquellas con las cuales, por algún cuerpo legal, se 
impide, o al menos se encarece, la entrada de nuevas empresas en 
una industria”. (p. 83)

En tal sentido, existen barreras no solo en cuanto a la 
entrada al mercado, sino también barreras legales relacionadas 
a la permanencia y salida del mercado. Estas barreras suponen 
costos, tales como los costos de permanencia o aquellos en los 
que empresas incurren para evitar los costos de salida del mercado, 
estos comprenden varios costos de transacción, como los valores 
legales (abogados), contadores, de agencia, costos de negociaciones, 
trámites en instituciones, entre otros. 

Los costos de permanencia pueden ejemplificarse también 
a través de las barreras de permanencia en el mercado. En lo que 
nos ocupa, estas serán entendidas como los obstáculos que impiden 
que la compañía se mantenga en el mercado por el alto grado de 
sacrificio que esto supone.

En cuanto a los costos de salida, son aquellos valores que 
asume la empresa, producto de abandonar el mercado, tales como 
costes de cancelación en contratos con proveedores, indemnizaciones 
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que hay que abonar a los empleados, pagos de impuestos, costos 
legales, en general, de las obligaciones que el agente asume para irse 
del mercado.

Estos suponen también barreras de salida, las cuales serán 
entendidas a partir de la definición de Sánchez (2015): “Las barreras 
de salida son los factores que impiden o dificultan que una empresa 
abandone una industria.” Estos factores se considerarían como 
amenazas en el mercado cuando sean elevados. Según OBS Business 
School (2017) ciertos mecanismos, como los normativos, colocan 
altos costos de abandono/salida que pueden obligar a las empresas 
a permanecer cuando ya no tienen rentabilidad. 

2.2.2. El sistema concursal preventivo

Bisbal Méndez y Bullard González (1996 y 1997 
respectivamente, citados por Merma Molina, 2012) sostienen que 
el sistema concursal es un mecanismo para tratar las crisis de las 
empresas pues reduce los costos de transacción entre los acreedores 
y así decidan sobre el mejor destino de la empresa, que puede 
complementarse al considerar que, el propósito del procedimiento 
concursal preventivo es hacer que el deudor y su gran número de 
acreedores se sienten en la misma mesa, pensando que las partes 
han llegado a un acuerdo justo, por lo tanto, el deudor evita ser 
demandado y así exponerlo a la quiebra. (Aguilera, 2020)
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En base a lo dicho anteriormente, podríamos definir al 
Derecho Concursal Preventivo como aquella rama del Derecho 
que propone una solución jurídica para aquellas sociedades que 
atraviesan dificultades económicas y necesiten saldar responder a 
sus acreedores. Esta solución solicitada por el deudor promueve 
acuerdos con sus acreedores, con el objetivo de que ellos desistan a 
su derecho de demandar la quiebra de la sociedad y que ésta misma 
pueda superar sus pasivos.

Cabe señalar que, Goldenberg (2016) coincide a lo 
anteriormente señalado, pues hace referencia al Derecho Concursal: 
“(…) cuya principal finalidad es ofrecer una estructura para la 
negociación entre las partes para ajustar el destino del deudor (y de 
sus bienes) hacia la maximización de sus posibilidades de cobro” (p. 
211), además, añade lo siguiente:

En este caso, en los que probablemente la empresa se 
encuentra en situaciones de extrema iliquidez o, lisa y 
llanamente, en un escenario de insolvencia, la solución 
primaria está en el recurso a los procedimientos concursales, 
en sus diversas variables, sea para una reorganización o 
liquidación de la empresa.” (Goldenberg, 2016, p. 167)

Este aporte permite que se visualicen las dos posibilidades 
de una empresa que entra a un procedimiento concursal, puesto que 
resulta de forma exitosa por la consolidación de acuerdos con sus 
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acreedores y la oportunidad de reinsertarse en el mercado o, por 
otro lado, puede terminar en una liquidación de la compañía.

Es necesario destacar que, el sistema concursal preventivo 
puede emplearse para personas naturales y jurídicas, sin embargo, 
tal como se ha mencionado anteriormente, en lo que nos ocupa 
solamente nos enfocaremos en las personas jurídicas, específicamente 
a empresas.

2.3. Los Stakeholders

Los riesgos no solo los asume la empresa que se encuentra 
en situación de crisis, sino también existen los stakeholder, término en 
idioma inglés que fue utilizado por Edward Freeman en “Strategic 
Management: A Stakeholder Approach”, pues lo utilizaba para 
señalar a los que pueden ser o son afectados por las acciones que se 
toman en una empresa. (citado por González, 2007, p. 208)

Podríamos definir a los stakeholder como cualquier persona 
o entidad afectada o interesada por las actividades o la marcha de 
una empresa, como sus trabajadores, sus accionistas, los sindicatos, 
sus acreedores, entre otros. Además, Jensen (2009) menciona que el 
Stakeholder Theory propone que los directivos debiesen tomar en 
cuenta los intereses de todos los “stakeholders’’ (todas las personas 
o grupos que puedan influir en el bienestar de la empresa, no solo 
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acreedores, sino todos quienes tengan relación directa e incluso 
indirecta con esta) de su empresa. 

En tal sentido, la empresa es la obligada frente a los 
stakeholders, por lo cual, todas las implicaciones que tenga la 
compañía no solo afectan a trabajadores o socios, sino a todo el 
grupo de personas que tienen acreencias o relación con esta. Por 
ello, cuando la empresa se someta a un concurso preventivo y 
pueda idear una “reingeniería jurídica y financiera” se consideraría 
beneficioso para todos los implicados.

3. Procedimiento concursal preventivo: Un análisis económico 
en el caso ecuatoriano

Para realizar un análisis respecto al procedimiento concursal 
preventivo a nivel nacional, necesariamente debemos volver a señalar 
aspectos de fortaleza institucional, la cual se refleja en el siguiente 
gráfico:

Gráfico 2: Mapa de situación de las instituciones en el mundo de 
acuerdo con el Índice de Fortaleza Institucional 2017
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Fuente: Libertad y buen gobierno Liberdom (2018, p. 6)

Con respecto a este gráfico, el Ecuador se encuentra en el 
nivel 0,6 (rango más bajo en el ranking internacional de fortaleza 
institucional), que nos indica, de forma clara, la existencia de una 
debilidad institucional que, según las dimensiones de fortaleza 
institucional, tenemos Instituciones Formales Débiles, con 
estabilidad e imposición baja.

Esta situación nacional es realmente preocupante, por 
lo cual, debe ser imprescindible implementar alta estabilidad e 
imposición, puesto que, si las instituciones “son estables y hechas 
cumplir, los actores pueden asumir que (a) otros seguirán las reglas 
del juego y (b) las reglas perdurarán en el futuro previsible.” (Levitsky 
y Murillo, 2010, p. 44)  
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Para esto, debemos considerar el índice que libertad 
económica existente en el país establecida en la siguiente tabla:

Gráfico 3: Índice de Libertad Económica: Región Americana

Fuente: Índice de libertad económica 2019, The Heritage 
Foundation (citado por Consejo Nacional de Competitividad, 2019, p. 3)

En base a esta tabla, The Heritage Foundation y Wall Street 
Journal, evalúan la trayectoria y el estado de la libertad económica 
de los diferentes países del mundo, y clasifica por colores “tipos de 
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economía” a partir de ese patrón de referencia. (Consejo Nacional 
de Competitividad, 2019, p. 1). Se observa que Ecuador se ubica en 
la sección que denominan como “economía reprimida” y nos deja 
entrever las consecuencias que este contexto puede conllevar para el 
manejo adecuado del patrimonio de las empresas.

En ese sentido, el país debe tomar una posición en cuanto 
la necesidad de generar reformas que impacten favorablemente 
tanto en la economía como en sus agentes productivos privados. 
Las compañías son más una fuente de primordial de empleo y una 
forma fundamental de organizar la de producción de una manera 
competitiva. Sin embargo, al caer en posturas contradictorias y 
establecer “barreras legales”, se genera propensión al estancamiento 
financiero y debilidad institucional. 

En tal sentido, la eficiencia económica -en líneas generales- 
a la que debemos apuntar es una que suponga la obtención de la 
mayor utilidad de un bien y/o servicio y su buen uso. (Zúñiga, 2002). 
Como tal, debemos recordar que existen tres tipos de eficiencia 
desde un punto vista teórico: 

a)	 Eficiencia técnica: No hay desperdicio de recursos en la 
producción o consumo de determinado bien y servicio.

b)	 Eficiencia económica: Se produce lo máximo posible según 
nuestros recursos.
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c)	 Eficiencia distributiva:  Se trasladan los bienes y servicios 
de sus usos menos valiosos a los más valiosos. (Zúñiga,                     
2002, p. 48)

Sin embargo, en lo que nos ocupa, podríamos más bien 
señalar la necesidad de alcanzar eficiencia jurídico-empresarial, que 
proponemos definir como:

Un contexto social e institucional con alta imposición y 
estabilidad a largo plazo. Es decir, implica un proceso de 
gobernanza y desarrollo de la acción colectiva que se 
adapta a las realidades empresariales para que, a través 
de instituciones formales fuertes, las organizaciones 
productivas (individuales y/o colectivas) puedan ingresar, 
permanecer y salir del mercado, promoviendo el respeto a la 
libertad económica y el fortalecimiento institucional.

3.1. Consideraciones conceptuales ius-económicas respecto al 
concurso preventivo en la legislación nacional

Costo-Beneficio, Costo-Efectividad, Costos de Transacción y 
Costos de Regulación 

Según Goldenberg (2016), no solo existen beneficios en un 
sistema, sino también se podrían estar ignorando los costos directos 
e indirectos que este procedimiento ocasiona (p. 213), pues hay que 
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tener en cuenta el costo-beneficio que las normativas concursales 
prevén. Para esto, debemos realizar un ‘análisis normativo’ 
(prescriptivo en un sentido económico) del procedimiento 
concursal preventivo mediante la consideración de los costos y 
beneficios (ACB) que “compara los beneficios y los costos de un 
proyecto particular y si los primeros exceden a los segundos entrega 
un elemento de juicio inicial que indica su aceptabilidad. Si, por el 
contrario, los costos superan a los beneficios, el proyecto debe ser 
en principio rechazado.” (Cohen y Franco, 1992, p. 171)

Además, la aplicación del ACB como herramienta de 
evaluación persigue como objetivo maximizar el bienestar social, 
promoviendo la asignación eficiente de los recursos. (Ortega, 2012, 
p. 147). Cabe considerar que “los costos o beneficios de las leyes 
pueden (y deben) también evaluarse cualitativamente en relación 
con alternativas que son potencialmente mejores a las presentadas 
por dicha ley y no solamente en relación con el statu quo”. 
(CEDICE, 2015). Por otra parte, puede resultar pertinente realizar 
estudios complementarios en base a los parámetros del Análisis 
Costo-Efectividad ACE, el cual debemos diferenciar con el costo-
beneficio, puesto que el análisis costo-efectividad, aunque sigue la 
misma lógica, “compara los costos con la potencialidad de alcanzar 
más eficientemente los objetivos no expresables en moneda, sino en 
productos.” (Rosales, Bitrán e ISSSTE, 1996)
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Por otra parte, un estudio técnico robusto implica 
considerar el costo de oportunidad que podemos definir como lo 
que una persona deja de ganar o de disfrutar, es decir esta dispuesta 
a sacrificar, cuando elije una alternativa entre varias disponibles. 
Aguilera (2017) amplia esta idea cuando determina que el costo 
de oportunidad “representa lo que se deja de ganar por haber 
rechazado el valor de la siguiente mejor opción.” (p. 330). También 
es importante el aporte de Nuño (2017) quien sostiene que: “El coste 
de oportunidad representa aquello a lo que renunciamos cuando 
debemos tomar una decisión, en busca de la mayor rentabilidad 
y la minimización del coste y los recursos invertidos.”, definición 
que aterriza este concepto al ámbito empresarial y nos permitiría 
considerar que el concurso preventivo permitiría encontrar un plan 
para la obtención de una mayor rentabilidad y, por ende, estabilidad.

Finalmente, debemos tener en cuenta los costos de 
transacción o costos den usar el mercado o mecanismo de precios. 
Respecto a los cuales es indispensable citar a Coase, pues fue él quien 
contribuyó de forma clave para identificar que la inversión o el riesgo 
de constituir una empresa depende de los costos de transacción, por 
lo que la información, la severidad del contrato, el cumplimiento y 
el orden legal actual también pueden afectar los bienes y servicios 
producidos. (Coase, 1988, citado por Estrada, 2012)
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Salgado (2003) contribuye a una revisión del concepto 
cunado lo define como “aquellas características o dimensiones de 
una transacción que hacen el intercambio problemático o sumamente 
costoso” (p. 63). El mismo Coase amplia su línea argumental cuando 
considera que un costo de transacción, es todo lo que nos impide 
de celebrar un contrato (citado por Zúñiga, 2002). En síntesis, los 
costos de transacción son todos aquellos valores que se asumen al 
realizar una transacción, los cuales no son fijos y tienen la desventaja 
de crear incertidumbre, sin embargo, pueden ser aproximables (Valle 
y Méndez, 2019). Por ejemplo, los costos de transacción podrían 
comprender: a) costos legales o el tiempo que se debe emplear para 
un proceso o trámite, recibir información, búsqueda de información; 
b) costos para negociaciones, evaluaciones de decisiones; y c) costos de 
agencia o de control, entre otros que provienen de la incertidumbre. 

Para ampliar el literal c, debemos referirnos a los costos 
de agencia que según Martínez (2006), suelen definirse como “la 
destrucción de valor que se produce a nivel empresa, a consecuencia 
de la falta de alineación entre los intereses de los accionistas/
propietarios de dicha empresa como tales y los de sus gerentes/
agentes en su rol de administradores.” Sin embargo, puede 
delimitarse a los costos de agencia como “los que se incurren en 
la vigilancia y control de los agentes de administración, esto es, 
directores y gerentes, en sentido particular, y a todo personal de 
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dirección y representación de la empresa.” (Sifuentes, 1998). Para 
fines de este capítulo, los costes de agencia son aquellos ‘valores’ que 
se producen en la empresa cuando los accionistas requieren vigilar a 
los administradores para que cumplan su rol en pro de los intereses 
de la junta de accionistas y, en sí, de la empresa.

Los costos de regulación para la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) los costos de 
regulación son: 

El término “costos regulatorios” abarca todos los costos 
atribuibles a la adopción de un requisito regulatorio, ya sea de 
naturaleza directa o indirecta y si es asumido por empresas, 
consumidores, gobierno y sus respectivas autoridades (es 
decir, contribuyentes) u otros grupos. (OECD, 2014, p. 11)

Estos costos pueden representarse a través de obstáculos 
legales (o barreras legales). Debido a que el procedimiento concursal 
preventivo consta en tres legislaciones nacionales que, aunque 
tengan sujetos y objetivos diferentes, conllevan un ‘nivel -elevado- 
de sacrificio’ (para aquellos agentes económicos que deban dirimir 
para acatar y/o ‘beneficiarse’ de su aplicación).
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3.1.1. Normativa ecuatoriana referente al procedimiento 
concursal preventivo

En el año 2006 en Ecuador se promulgó la Ley de 
Concurso Preventivo (LCP), que tiene como propósito permitir 
que las compañías mercantiles ecuatorianas tengan la posibilidad 
de, en calidad de deudoras, solicitar un concurso preventivo 
para acordar una planificación financiera que promueva la                                              
rentabilidad empresarial.

Por lo cual, se establece en su artículo 1 lo siguiente:

Art. 1. Las compañías constituidas en el país, sujetas a 
vigilancia y control por la Superintendencia de compañías, 
que tengan un activo superior a diez mil quinientos quince 
60/100 (10.515,60) dólares de los Estados Unidos de 
América o más de cien trabajadores permanentes, con 
un pasivo superior a cinco mil doscientos cincuenta y 
siete 80/100 (5.257,80) dólares de los Estados Unidos 
de América, no podrán ser declaradas en quiebra sino 
cuando previamente hayan agotado los trámites del                                               
concurso preventivo.

Para efectos de esta Ley no se considerarán como pasivos 
las sumas adeudadas a los socios o accionistas por concepto 
de utilidades o dividendos no pagados, ni los créditos a 
favor de éstos, los administradores, comisarios, ni tampoco 
los rubros de capital y reservas. (LCP, 2006, art. 1)
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En tal sentido, se podría considerar que la ‘metodología’ de 
los activos y pasivos ‘tope’ podría abrir un universo de empresas muy 
amplia para el acceso a dicho concurso. Sin embargo, últimamente se 
han promulgado normas que pueden ampliar aún más ese universo, 
tales como la Ley Orgánica de Emprendimiento e Innovación 
LOEI (2020) con la denominada reestructuración de emprendimientos 
y la Ley Orgánica de Apoyo Humanitario para Combatir la Crisis 
Sanitaria Derivada del Covid-19 (2020) con el denominado concurso                   
preventivo excepcional.

Cabe mencionar que, las compañías que ingresen al 
concurso preventivo y se adecúen a los requisitos normativos 
no podrán ser declaradas en quiebra, puesto que deben agotar el 
concurso preventivo. Esto es importante porque desde la admisión 
del concurso preventivo tienen un mecanismo de protección para el 
deudor mientras negocia un acuerdo y por ello, en caso de cualquier 
juicio o reclamo en su contra y sus obligaciones pendientes, estas 
se congelan durante el concurso preventivo, incluso después de 
expedida la sentencia o medida cautelar contra el deudor, a excepción 
de aquellos procesos ocasionados de relaciones laborales. (Puente, 
2020; López Suárez, 2020)

En la misma línea, la nueva Ley Orgánica de Emprendimiento 
e Innovación establece los siguientes parámetros: 



384

(…) Toda persona natural o jurídica con antigüedad 
menor a cinco años a la fecha de entrada en vigencia de 
esta Ley, que tenga menos de 49 trabajadores y ventas 
menores a 1.000.000 USD, podrá constar en el RNE para 
beneficiarse de los incentivos previstos en esta Ley (…).                                 
(LOEI, 2020, art. 12)

Con el requisito también de constar en el Registro Nacional 
de Emprendimiento para poder aplicar un tipo de concurso 
preventivo:

Artículo 46.- Reestructuración de Emprendimientos. - 
Todo emprendedor, definido como tal en esta Ley, y que sea 
una persona jurídica bajo control de una Superintendencia, 
puede acogerse al procedimiento administrativo establecido 
en este capítulo, para facilitar un acuerdo con sus acreedores, 
a fin de reestructurar el emprendimiento, siempre que no 
hubiere sido declarada en disolución previamente. (LOEI, 
2020, art. 46)

En adición, la Ley Orgánica de Apoyo Humanitario para 
Combatir la Crisis Sanitaria Derivada del Covid-19 (2020), establece 
en su artículo 26 un concurso preventivo excepcional en caso de 
que no se llegue a un concordato con los acreedores, el cual está 
dirigido a: 

(…) las sociedades según la definición del art. 98 de la Ley 
Orgánica de Régimen Tributario Interno, todo tipo de 
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patrimonios autónomos, fideicomisos, clubes deportivos, 
y/o las personas naturales que se dediquen al ejercicio 
de actividades comerciales, económicas, culturales y 
recreacionales, podrán acogerse a los procedimientos 
establecidos en este Capítulo (…) (Ley de Apoyo 
Humanitario, 2020, art. 26)

Respecto a lo anteriormente señalado, las sociedades, según 

la LORTI (2004):

Art. 98.- Definición de sociedad.- Para efectos de esta Ley el 
término sociedad comprende la persona jurídica; la sociedad 
de hecho; el fideicomiso mercantil y los patrimonios 
independientes o autónomos dotados o no de personería 
jurídica, salvo los constituidos por las Instituciones del 
Estado siempre y cuando los beneficiarios sean dichas 
instituciones; el consorcio de empresas, la compañía 
tenedora de acciones que consolide sus estados financieros 
con sus subsidiarias o afiliadas; el fondo de inversión 
o cualquier entidad que, aunque carente de personería 
jurídica, constituya una unidad económica o un patrimonio 
independiente de los de sus miembros.

Con este marco, si bien la regla está dirigida a personas 
jurídicas en sus diferentes clases, se refiere especialmente a las 
compañías mercantiles. Con esta similitud e independientemente 
las limitaciones de la Ley de Concurso Preventivo, ésta podría 
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absorber estos sujetos para así considerar un concurso preventivo 
para emprendimientos y las PIMES, unificándose en un solo 
procedimiento, ahorrándose aquellas barreras legales que lo 
único que traen como consecuencia son costos de regulación y                                
de transacción.

Estas consideraciones también se podrían adaptar con 
respecto a los objetivos de las leyes mencionadas. En ese sentido, 
los objetivos de la Ley Orgánica de Emprendimiento e Innovación 
constan en el artículo 2 de dicha ley. Sin embargo, el literal que 
nos compete es el siguiente: “b) Facilitar la creación, operación y 
liquidación de emprendimientos” (LOEI, 2020), al contrario, la Ley 
Orgánica de Apoyo Humanitario para Combatir la Crisis Sanitaria 
Derivada del Covid-19 (2020), referente a los procedimientos 
excepcionales tienen como objetivo enfrentar las consecuencias 
económicas derivadas de la crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19. (Ley Orgánica de Apoyo Humanitario para Combatir la 
Crisis Sanitaria Derivada del Covid-19, 2020, art. 26)

Aunque existe una Ley de Concurso Preventivo (2006) que 
pretende facilitar la extinción de obligaciones de las compañías que 
puede adherirse a esta ley, ésta debería ser sólida y no tener barreras 
de permanencia y/o de salida del mercado, pues debería ser aplicable 
y eficaz a largo plazo basados en la realidad empresarial nacional, no 
solo a corto plazo como están previstas.
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Por esto, considerar el hecho que las tres normas requieren 
de un procedimiento concursal con el objetivo de facilitar la 
permanencia o la salida de las empresas durante una crisis económica, 
nos permite sostener que las normas persiguen el mismo fin. 
Aunque, si bien la Ley Humanitaria se creó para mitigar los efectos 
de la crisis sanitaria del COVID-19 (la pandemia que ha provocado 
una crisis mundial), consideramos que no se debería implementar 
normas respecto a un concurso excepcional respecto de compañías 
mercantiles, pues la Ley del Concurso Preventivo, por economía 
procesal, simplificación de trámites y menor costos de regulación 
(costos regulatorios u asociados).

Además, el régimen concursal requiere de un operador 
especializado para gestionar el procedimiento, aunque en la Ley 
del Concurso Preventivo se establece que será la Superintendencia 
de Compañías, Valores y Seguros SCVS (LCP, 2020, art. 3). Sin 
embargo, dicha entidad de por sí tienen carga burocrática y trámites 
retrasados lo que supone -un necesario- proceso de reingeniería de 
recursos que permitan al organismo estatal responder a este rol.

Bajo esa misma línea, la reestructuración de emprendimientos 
puede solicitarse ante la misma SCVS o ante la Superintendencia 
de Economía Popular y Solidaria, según la naturaleza del 
emprendimiento que se acoja a este procedimiento (LOIE, 2020, 
art. 47), en cambio, la Ley Orgánica de Apoyo Humanitario para 
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Combatir la Crisis Sanitaria Derivada del Covid-19, establece que 
dicho concurso preventivo lo gestiona el Juez, el cual podría resultar 
siendo poco eficiente si se toma en cuenta la carga judicial del mismo.

Por ello, a partir de lo establecido en los párrafos anteriores, 
constituye una desventaja potencial atribuir estas facultades a 
operadores judiciales, órganos o instituciones administrativas no 
especializadas, debido a que la experiencia nos lleva a asumir que 
se producirá un nuevo escenario de multiplicación de gestiones 
-burocráticas- demoradas, mayores costos administrativos y 
regulatorios, entre otros. En tal sentido, se a modo de conditio sine qua 
non, se necesita de un operador administrativo o judicial especializado 
que permita un procedimiento expedito y eficaz, tomando en cuenta 
que, aunque generaría costos administrativos, a largo plazo sería 
una alternativa potencialmente eficaz y beneficiosa para impulsar el 
desarrollo del proceso de mercado. 

Con respecto al procedimiento, nos referiremos 
específicamente al de la Ley del Concurso Preventivo, puesto que es 
necesario que la compañía se encuentre en cesación de pagos (LCP, 
2006, art. 3), que la misma ley define como: 

Un estado patrimonial del deudor que se manifiesta 
externamente por uno o más de los siguientes hechos:
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a) El incumplimiento por más de sesenta días de una o más 
obligaciones mercantiles y que representen en total el treinta 
por ciento o más del valor del pasivo total; b) Encontrarse 
ejecutoriados e insatisfechos uno o más autos de pago o 
providencias equivalentes, dictados contra el deudor, dentro 
de cualquier procedimiento judicial o administrativo y 
cuyas cuantías representen un treinta por ciento o más del 
valor del pasivo total; c) Endeudamiento por obligaciones 
de plazo menor de dos años y que exceda al ochenta por 
ciento del valor de sus activos; siempre que se demuestre 
que no podrá ser cubierto oportunamente; d) Daciones en 
pago de los activos necesarios para la actividad empresarial, 
que representen en conjunto más del veinte por ciento del 
activo de la empresa; y, e) Cuando las pérdidas alcancen el 
cincuenta por ciento o más del capital social y la totalidad 
de sus reservas.

El trámite del concurso preventivo requiere aludir 
específicamente a la ley en mención por ser la norma general y 
principal de este procedimiento. Para ello, podemos considerar 
como una característica, que solicitar el concurso permanece dentro 
del ámbito potestativo tanto de el acreedor como el deudor. Sin 
embargo, su particularidad más importante es que el propio deudor 
decide adherirse a este concurso para cumplir con sus obligaciones 
pendientes y atribuir de estabilidad y rentabilidad a la empresa. 
Además, como lo menciona Puente (2020), la empresa que haya 
entrado a una o más causales de cesación de pagos, tiene un plazo 
de 60 días para presentar la solicitud.
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Cabe recalcar que, las obligaciones laborales tienen 
un tratamiento especial, pues estas serán pagadas antes de 
ejecutar cualquier acuerdo, ya que es un privilegio normativo. 
Además, este acuerdo debe ser aprobado mediante resolución 
de la Superintendencia de Compañías, que indicará el estricto 
cumplimiento de las cláusulas establecidas en el acuerdo. (López 
Suárez, 2020) Es importante mencionar que, si no se llega a tener 
un concordato o no concurran los acreedores que representen el 
75% del valor de los créditos admitidos, el Superintendente de 
Compañías lo declarará como terminado y las cosas volverán a su 
estado anterior. (LCP, 2006, art. 31)

En cuanto al procedimiento, podríamos referirnos al 
siguiente gráfico:

Gráfico 4: Procedimiento concursal preventivo

 

Fuente: Puente (2020); Ley de Concurso Preventivo (2006)
Elaboración: Propia



391

Dentro del proceso de negociación concursal existen 
diferentes fases, las cuales se indican en el siguiente gráfico:

Gráfico 5: Fases del proceso – Negociación concursal

Fuente: Puente (2020)

Elaboración: Puente (2020)

En tal sentido, podríamos determinar que en un tiempo 
estimado se puede concluir el concurso preventivo entre cuatro a 
seis meses. Además, como regla de las decisiones concordatarias, el 
plazo máximo que podrá tener el acuerdo será de siete años desde la 
suscripción (LCP, 2006, art. 30), considerando que una vez se suscrita 
el acta con los acuerdos, el Superintendente de Compañías debe, en 
el plazo de 10 días y mediante resolución, aprobar el acuerdo si lo 
considera legal y una vez aprobado, será obligatorio para todos los 
acreedores dando por finalizado el trámite de concurso preventivo. 
(LCP, 2006, art. 32)
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4. Comparación normativa

Las razones que sustentan la eficacia que un sistema 
concursal preventivo dinámico puede tener en otros países, supone 
un aspecto que debe considerarse debido a la propensión por 
trasplantar legislación de forma naive. Esto al amparo de la paradoja 
que conlleva asumir que una legislación extranjera pueda adaptarse 
de manera inmediata a la situación empresarial y del mercado del 
país. Como consideración ulterior, no podemos dejar de señalar 
que, en países de Sudamérica como Perú, Argentina, Ecuador, 
Venezuela, Chile, entre otros, también se ha implementado la figura 
del sistema concursal. Esta salida jurídica opera para personas 
naturales comerciantes o no comerciantes y personas jurídicas (dado 
el carácter preliminar de este capítulo, su estudio in extenso será sujeto 
de un aporte posterior).

Estados Unidos

En países como Estados Unidos, se establece una especie 
de concurso de acreedores. En el US Code, Chapter 13, Title 11, 
Bankruptcy Law se instituye una herramienta jurídica útil, a través de 
la cual, el deudor con ingresos regulares solicita este procedimiento 
que: “consiste en la estructuración de un plan de pago que tendrá 
como plazo de tres a cinco años en virtud del ingreso percibido por 
el deudor, sin embargo, este procedimiento nunca podrá exceder los 
cinco años.” (Espinosa Serrano, 2009, p. 102-103)
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Además, este procedimiento está diseñado para 
proporcionar seguridad a quienes intentan rescatar su patrimonio 
en crisis. Aunque finalmente se vean obligados a liquidar para 
cancelar sus deudas en caso esto resulte necesario. El deudor 
debe mantener cierta parte de sus ‘ingresos” como condición para 
cumplir con el plan de pago bajo los términos que llegase a acordar 
con los acreedores. Por lo tanto, el US Code, Chapter 11, Title 11, 
Bankruptcy Law implica en primer lugar una reorganización de deudas, 
que en opinión de Espinosa Serrano (2009, p. 102-103) se sigue 
asemejando al concurso preventivo ecuatoriano.

Perú

En el caso peruano, se ejecutó una reingeniería jurídica 
de las sociedades en crisis basándose en las necesidades del 
mercado, pues la Ley General del Sistema Concursal (2002) cuenta 
con procedimientos (ordinario y preventivo) que permiten a las 
compañías que tienen viabilidad patrimonial se puedan sujetar a 
una reestructuración patrimonial a cargo del Instituto Nacional 
de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad 
Intelectual INDECOPI. (Flores, 2018) 

En 2019, se registraron 657 expedientes ingresados a la 
Sala Especializada de Procedimientos Concursales y se concluyeron 
508 procesos (INDECOPI, 2020), lo cual nos lleva a destacar la 
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importancia de la eficacia y la aplicación efectiva de la normativa 
peruana respecto al concurso preventivo, que da paso a la 
confiabilidad en el sistema establecido y a la posible recuperación 
financiera de las empresas.

En la página del INDECOPI se establece que el 
procedimiento concursal tiene una duración de 90 días hábiles, 
que, en relación al caso ecuatoriano, resulta simplificado (esto 
explicaría en un porcentaje la eficiencia de este concurso en Perú). 
Además, podemos considerar al INDECOPI como una institución 
especializada con facultades, establecidas en el Decreto Legislativo 
No. 807 (1996), respecto a propiedad intelectual, barreras 
burocráticas, protección al consumidor, Derecho de competencia, 
Derecho concursal, entre otros. 

Cabe considerar que debido a la situación de crisis por 
la pandemia por COVID-19, se emitió el Decreto Supremo 102-
2020-PCM que aprueba el Reglamento del Decreto Legislativo No. 
1511 (2020), reglamento que crea un Procedimiento Acelerado de 
Refinanciación Concursal como mecanismo para que las empresas 
en crisis por la pandemia puedan refinanciar sus deudas y evitar la 
ruptura de pagos. (Diez Canseco – Competencia & PI, 2020)

Sin embargo, este tipo de procedimiento es transitorio, ya 
que se dispuso que solo se podrá solicitar hasta el 31 de diciembre de 
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2020, además, que su manejo es netamente virtual desde la solicitud 
hasta la junta de acreedores que con voto mayoritario aprueban un 
plan de refinanciamiento por parte de la deudora empresarial, para 
esto, el INDECOPI es la institución encargada del cumplimiento 
de la PARC. 

Colombia

En el caso colombiano, está vigente la Ley 1116 denominada 
Régimen de Insolvencia Empresarial (2006), dirigida, tal como 
señala su nombre, a compañías mercantiles y a personas naturales 
comerciantes con ciertas exclusiones según su artículo 3: 

PERSONAS EXCLUIDAS. No están sujetas al régimen 
de insolvencia previsto en la presente ley: 1. Las Entidades 
Promotoras de Salud, las Administradoras del Régimen 
Subsidiado del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud y las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud. 
2. Las Bolsas de Valores y Agropecuarias. 3. Las entidades 
vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia. 
Lo anterior no incluye a los emisores de valores, sometidos 
únicamente a control de la referida entidad. 4. Las 
entidades vigiladas por la Superintendencia de Economía 
Solidaria que desarrollen actividades financieras, de 
ahorro y crédito. 5. Las sociedades de capital público, y las 
empresas industriales y comerciales del Estado nacionales 
y de cualquier nivel territorial. 6. Las entidades de derecho 
público, entidades territoriales y descentralizadas. 7. Las 
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empresas de servicios públicos domiciliarios. 8. Las personas 
naturales no comerciantes. 9. Las demás personas jurídicas 
que estén sujetas a un régimen especial de recuperación 
de negocios, liquidación o intervención administrativa 
para administrar o liquidar. PARÁGRAFO. Las empresas 
desarrolladas mediante contratos que no tengan como 
efecto la personificación jurídica, salvo en los patrimonios 
autónomos que desarrollen actividades empresariales, no 
pueden ser objeto del proceso de insolvencia en forma 
separada o independiente del respectivo o respectivos 
deudores

De manera posterior a las reformas, la Ley 1429 (2010), 
empezó también a promover la creación de empresas, disminuyendo 
ciertos requisitos de admisibilidad y reduciendo barreras burocráticas 
para realizar los trámites de forma simplificada en cuando a la 
liquidación de empresas, con ello, comenzó también a dirigirse a los 
emprendimientos, puesto que se formaliza el trabajo informal y se 
genera empleo.

Cabe indicar que Colombia en el año 2019 se presentaron 
1.272 solicitudes de insolvencia, de las cuales 997 de reorganización 
y 275 de liquidación, lo que quiere decir que la mayor cantidad de 
las empresas buscan permanecer activas mediante el procedimiento 
expedito y eficaz establecido en la Ley 1116 y una menor cantidad 
entraron a una liquidación forzosa. (Puente, 2020)



397

En ese sentido, el Régimen de Insolvencia Colombiano 
tiene como objetivos la protección del crédito y la recuperación y 
conservación de empresa mediante un mecanismo de reorganización 
mediante acuerdos, para que las empresas que se denominan 
“viables” puedan reestructurarse operacionalmente y se mantengan 
activas, y en el caso de empresas que deban salir del mercado, puedan 
obtener una liquidación pronta y ordenada. (Ley 1116, 2006, art. 1)

En Colombia, el Decreto Ley 560 (2020) se estableció con 
el objetivo de tener un sistema de recuperación empresarial con 
mayor impacto e incluyente, es decir, con soluciones efectivas y 
simplificadas para sobrellevar la crisis económica de las compañías. 
Lo expuesto de deriva de la revisión del gráfico No. 6 (Panorama de 
la Insolvencia en Colombia):
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Gráfico 6: Panorama de la Insolvencia en Colombia

Fuente: Superintendencia de Sociedades (citada por Rojas 

Castañeda, 2020)

Este Decreto tiene duración de dos años desde su vigencia 
y creó dos instituciones jurídicas: a) el proceso de negociación de 
emergencia de acuerdos de reorganización; y b) el procedimiento 
de recuperación empresarial. En común tienen la duración limitada 
a un máximo de tres meses. Además, se establece que cualquier 
‘objeción’ podrá ser sometida a mecanismos de solución alternativa 
de controversias. (Cámara de Comercio Oriente Antioqueño, 2020)
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5. Conclusiones

A partir del marco teórico-conceptual y de los argumentos 
que han sido explicados en este capítulo, consideramos que la Ley 
de Concurso Preventivo ecuatoriana no cumple con el objetivo de 
permitir que las sociedades que lo solicitan puedan permanecer 
y/o salir ordenada y eficientemente del mercado. Por lo tanto, es 
necesario que la reformulación de este mecanismo legal conlleve el 
establecimiento de un marco normativo sólido e institucionalmente 
competitivo. 

Además de la citada norma, la nueva Ley Orgánica de 
Emprendimiento e Innovación y la Ley Orgánica de Apoyo 
Humanitario para Combatir la Crisis Sanitaria Derivada del 
Covid-19, deberían unificar el procedimiento concursal. Una 
alternativa seria su integración legal con miras a implementar un 
marco consolidado y de fácil discernimiento para que no solamente 
empresas organizadas a través de “esquemas convencionales” sino 
también emprendimientos y PYMES puedan acceder a su tutela 
afrontando menores costos de transacción. Esto implica también 
la introducción de un paquete de mejoras regulatorias que eliminen 
barreras burocráticas y legales.
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Considerando la experiencia peruana, resultaría favorable 
la creación de un área especializada (dentro de la Superintendencia 
de Compañías, Valores y Seguros) en el manejo del procedimiento 
del concurso preventivos que promueva permanentemente la 
simplificación de trámites y oriente a las empresas. Por ello, es 
necesaria la eliminación de las limitaciones normativas existentes y 
la adopción un procedimiento que tenga menor duración y facilite 
el cumplimiento de obligaciones por parte de las compañías con sus 
acreedores evitando estas deban recurrir a una liquidación forzosa 
y/o a mantenerse activas de forma ineficiente. 
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